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Derechos de la niñez en Ñuble
La seremi de Desarrollo 
Socialreconoce con honestidad 
las debilidades estructurales 
de Ñuble, sobre todo en salud 
mental, y plantea con claridad que 
fortalecer el sistema de garantías 
no depende solo del Gobierno, 
sino de una articulación política, 
técnica y presupuestaria más 
robusta. Tiene razón: la protección 
de la infancia no puede quedar al 
arbitrio de voluntades individuales 
o gestiones locales aisladas. Debe 
ser una política de Estado con rostro 
regional.

E
l segundo diagnóstico emitido por la Defensoría 
de la Niñez sobre la situación de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes (NNA) en Chile nos 
reveló una verdad incómoda y dolorosa: Ñuble 
figura entre las regiones con mayores vulnera-

ciones de derechos fundamentales en la niñez. Y esa es 
una realidad que interpela a toda la sociedad regional, no 
solo al Estado.

El informe deja al descubierto una amplia gama de falen-
cias que afectan gravemente la integridad física, mental y 
social de más de 110 mil NNA que viven en Ñuble. 

Uno de los datos más alarmantes del estudio es que un 
38,1% de los niños y adolescentes entre quinto básico y 
cuarto medio declara no haber podido ejercer alguno de sus 
derechos fundamentales, ubicando a Ñuble en el séptimo 
lugar nacional en esta materia. El derecho a vivir en familia, 
el acceso oportuno a salud física y mental, y la posibilidad 
de ser escuchados por las instituciones del Estado aparecen 
reiteradamente como derechos vulnerados.

En las zonas rurales -que en Ñuble representan la mayor 
proporción del territorio- la situación se agrava. La Encuesta 
Casen muestra que más de un 28% de los NNA vive a más 
de 2,5 kilómetros de un centro de salud, y que más del 13% 
está a más de un kilómetro de una parada de transporte 
público. Esto no solo representa una barrera geográfica, 
sino también una forma de exclusión estructural.

A ello se suma un dato revelador: Ñuble es la tercera 
región donde menos se gestionaron las alertas del sistema 
Chile Crece Contigo entre 2022 y 2023, lo que deja en evi-
dencia una débil respuesta institucional ante situaciones 
de riesgo.

En materia de sexualidad, el panorama no es menos 
preocupante. Ñuble aparece entre las regiones donde más 
adolescentes creen que es responsabilidad exclusiva de la 
mujer el uso de métodos anticonceptivos en una relación 
de pareja. 

Ahora bien, sería injusto no reconocer los avances. La 
instalación de 19 de las 21 Oficinas Locales de Niñez (OLN) 
ha fortalecido la articulación intersectorial en el territorio. 
También se valora el aumento de familias de acogida 
frente al cuidado residencial, una medida que, aunque 
no resuelve el problema de fondo, representa una mejora 
sustancial en las condiciones de vida de quienes ya han 
sido gravemente vulnerados.

Pero no basta. La seremi de Desarrollo Social, Marta 
Carvajal, reconoce con honestidad las debilidades estruc-
turales de Ñuble, sobre todo en salud mental, y plantea con 
claridad que fortalecer el sistema de garantías no depende 
solo del Gobierno, sino de una articulación política, técnica 
y presupuestaria más robusta. Tiene razón: la protección 
de la infancia no puede quedar al arbitrio de voluntades 
individuales o gestiones locales aisladas. Debe ser una 
política de Estado con rostro regional.

La pregunta entonces es simple: ¿estamos dispuestos 
a asumir que Ñuble le está fallando a su infancia? Y si la 
respuesta es sí -como lo confirman datos y testimonios- 
¿Qué estamos dispuestos a cambiar?

No se trata de nuevos diagnósticos, sino de acciones 
concretas. Invertir en personal capacitado, mejorar las 
condiciones laborales de quienes trabajan con NNA y 
acercar los servicios esenciales a los territorios rurales. 
Eso es lo mínimo.
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S
e discute en el parlamento 
la propuesta del presidente 
Gabriel Boric para poner 
fin al Crédito con Aval 
del Estado –CAE– como 

mecanismo de financiamiento de 
la Educación Superior, y de reem-
plazarlo por una iniciativa con las 
siglas FES (Financiamiento para la 
Educación Superior), en condiciones 
de que no se genere una deuda de los 
egresados del sistema universitario 
con el sistema financiero, y que esta 
deuda se pague al estado una vez que 
el profesional haya egresado por un 
período máximo de 20 años y que no 
ocupe más del 8% del ingreso bruto 
del profesional. 

Debido a que múltiples temas 
ocupan la agenda pública, los de-
bates sobre este tema han quedado 
en un segundo plano a partir de las 
polémicas desatadas por el “Caso 
Audios”, “Procultura”, “Monsalve”, etc. 
Pero se trata de una discusión de la 
mayor importancia, considerando la 
relevancia de la formación universi-
taria en Chile y de cómo aseguramos 
su calidad, pertinencia y sostenibili-
dad, en la provisión de profesionales 
idóneos, con reforzadas convicciones 

éticas para su ejercicio profesional y 
también para aprovisionar la acade-
mia y el recambio de académicos que 
retomen los liderazgos formativos y 
la generación de conocimiento. 

La carrera académica es un largo 
proceso de formación, que incluye el 
grado profesional, magister, docto-
rado, postdoctorado, en los que se 
cumplen rigurosos procesos y que 
implica que quien entra a la Acade-
mia, le sean reconocidos méritos y 
antecedentes obtenidos en un plazo 
no menor a 12 o 15 años de egreso 
universitario. Esto representa un 
proceso en que la sociedad hace una 
inversión de largo plazo que asume 
impactará en su crecimiento futuro 
y productivo. 

En 2022, el gasto público en edu-
cación superior representaba el 1,1% 
del PIB (según la Contraloría General 
de la Republica) y en 2024 se duplicó, 
alcanzando un 2,4% (OCDE). Es muy 
poco probable que un profesional 
universitario ingrese al mundo 
laboral ganando menos de 500 mil 
pesos –el límite para el compromiso 
de pago para el FES–, con lo cual 
queda casi implícito que su tasa de 
retorno interno se verá afectada con 

un tributo sin contraprestación. 
Si, en efecto, no despegamos 

realmente en la próxima década por 
sobre el 2% del crecimiento anual, 
las posibilidades de sustentar un 
universo en formación que pasó de 
500 mil estudiantes en 2006 (antes 
del CAE) a 1.200.000 estudiantes hoy, 
será muy complejo. La posibilidad 
de segregación y de precarización 
de los futuros profesionales es una 
cuestión latente que debe estar en 
la actual discusión. 

Es por ello que las instituciones 
de la madurez de la Universidad de 
Concepción no pueden estar ajenas 
a estas discusiones. Participar acti-
vamente en la discusión, asumiendo 
el interés público con que fueron 
creadas, y cultivar la confianza y la 
Fe pública que se tiene en ella, para 
que su voz sea una proposición que 
se escuche, que se atienda en base a 
su excelencia, y que permita caminar 
por la senda del bicentenario con 
el mandato inclaudicable de ser 
garantía de excelencia y seguridad 
en la continuidad de los procesos 
formativos de las siguientes gene-
raciones, como lo hemos hecho en 
estos 106 años.

@Truchiman1. @GabrielBoric 
no es capaz de dimensionar el 
perjuicio para Chile que tienen 
sus torpes decisiones con Israel. 

@AlejandroManns. Torpeza es 
ser cómplices de un genocidio 
y que la historia se encargue de 
recordarte de esa manera. 

Ramiro Dominguez. Pidan por 
transparencia cuántas licencias 
lleva Lorena Jardúa desde que 
entró a trabajar a Punilla, se 
van a llevar muchas sorpresas, 
partiendo por el médico que 
extendió las licencias.

@HectorCM77. Si la derecha 
cree que hay cosas más 
urgentes que el aborto, 
entonces ocúpese de ello. Que 
sea prioridad lo que recomendó 
la Contralora ayer, facilitar el 
levantamiento del secreto 
bancario para los empleados 
públicos.

@ElJanoFome. Chile no fue 
capaz de mandar a juicio al 
último dictador y eligió dos 
veces como presidente a uno 
de los más grandes evasores 
de impuestos. Aquí se premia la 
pillería, no se castiga.
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